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Multa de 14.000 euros por robo
de imágenes documentales
El juez condena a Telecinco y a Producciones Mandarina a indemnizar a un director de cine alemán.
Considera que la infracción vulnera los derechos de autor y se tienen en cuenta los daños morales.

MercedesSerraller.Madrid
El Juzgado de lo Mercantil
número 6 de Madrid ha con-
denado a Telecinco y a Pro-
ductora Mandarina a indem-
nizaraundirectordecineale-
mán con cerca de 14.000 eu-
ros por infracción de dere-
chos de autor y daños patri-
moniales y morales por haber
utilizado sin su permiso imá-
genes de un documental en
una producción de tema y
sentidomuydistinto.

El demandante es Cristian
Liffers, un director alemán
que escribió, produjo y dirigió
un documental titulado Dos
patrias. Esta obra intenta re-
flejarlavidadehomosexuales
y transexuales en Cuba, a tra-
vés del día a día de distintos
protagonistas. La cinta se
mostró en multitud de festi-
vales(Miami,LaHabana, San
Francisco, Toronto, Nueva
York, etc.), tuvo muy buenas
críticas en medios de presti-
gioyobtuvovariospremios.

Liffersseenteródequeuna
cadena española había emiti-
doundocumentalsobrepros-
titución infantil en Cuba don-
de se utilizaban fragmentos e
imágenes de Dos patrias. El
documental había sido pro-
ducido por Producciones
Mandarina, que pertenecía a
Telecinco, y que abordaba el
tema mediante el uso de cá-
marasocultas.

La sentencia, que ha sido
recurrida, acoge la reclama-
ción del director y estima
–parcialmente, aunque de
forma sustancial– la deman-
da, por la que se reclaman da-
ños patrimoniales y daños

morales. Además, declara que
las demandadas han violado
los derechos de propiedad in-
telectual de Liffers, ordena
que cesen en su reproduc-
ción, comercialización, distri-
bución, etc., y que retiren to-
das las copias del tráfico eco-
nómico. Y les condena a abo-
nar solidariamente 3.370 eu-
ros en concepto de daño por
infracción de los derechos de
explotación y 10.000 euros
por daño moral causado al
prestigio y reputación del de-
mandante.

La cadena y la productora,
por su parte, alegaron falta de
legitimación activa y que no
resultaba acreditada de modo

fehaciente la titularidad acti-
va de la obra, pretensión que
ha sido desestimada. Además,
la cadena esgrimió su desco-
nocimiento de cómo habían
podido introducirse tales
imágenes en la emisión y so-
bre la utilización de un recur-
soaudiovisualaccesorio.

A su vez, la productora afir-
mó que la obra que produjo
era un mero reportaje de in-
vestigación, sin pretensiones
artísticas ni creativas, por lo
que no reúne los caracteres
propios de una obra audiovi-
sual original, aunque admitía
lareproducciónparcial.

La única matización que
hace la sentencia a las preten-

La productora
afirmó que
la obra era un
mero reportaje
de investigación

La sentencia
entiende que el
demandante ha
sufrido desprestigio,
demérito y daño

XXV JORNADAS

Los secretarios
demandan
extender la
Oficina Judicial

Expansión.Madrid
Los secretarios judiciales re-
claman a las autonomías que
tienen las competencias de
Justicia que implanten la Ofi-
cina Judicial en sus territo-
rioes porque el nuevo modelo
actúa como el “verdadero y
efectivo instrumento” para
agilizar y modernizar el siste-
ma.

Este colectivo ha planteado
esta reivindicación durante
las XXV Jornadas Nacionales
de la Fe Pública Judicial, que
se han celebrado en Cádiz y
han reunido a más de 200 fe-
datarios públicos para debatir
sobre la Oficina Judicial y la
modernización de la Justicia.

Los secretarios han de-
mandado el compromiso de
todos los poderes, institucio-
nesyAdministracionespúbli-
cas con competencias en Jus-
ticia para “completar” la im-
plantación del nuevo modelo
distributivo –que contempla
que los secretarios pasen a
realizar funciones hasta aho-
ra atribuidas al juez–, aunque
esosí,haadvertido,conlasin-
versiones“necesarias”enme-
dios, personal, organización y
tecnología.

Informática“ineficaz”
Sin embargo, han advertido
de la necesidad de poner fin a
la“ineficacia”delasaplicacio-
nes informáticas puestas a
disposición de la Oficina Ju-
dicial -Minerva, Fidelius y
Lexnet-, que “con sus caídas y
faltadeflexibilidadhanobsta-
culizado más que facilitado el
funcionamiento del servicio”.

Entre sus principales recla-
maciones, han abogado por
aumentar la dotación de los
medios tecnológicos y tele-
máticos en favor de la intero-
perabilidad de todas las apli-
caciones; completar la insta-
lación del expediente digital;
y reordenar las plantillas de
funcionarios de las Unidades
Procesales de Apoyo Directo
ylosServiciosComunes.

Por otro lado, también han
denunciado la “discrimina-
ción retributiva” que sufren
respecto al resto de colectivos
de la Justicia, así como la “fal-
ta de solución” de los proble-
mas que acarrea su estatuto
profesional, entre ellos los re-
lativos al régimen disciplina-
rio,alaterceracategoría,yala
falta de reconocimiento de
sus derechos en materia de
conciliación de la vida laboral
yfamiliar.

“Especialmente sangrante
es el sistema de consolidación
de nuestras categorías profe-
sionales, el cual no reconoce
categoría alguna a los secreta-
riosjudicialesdenuevoingre-
so, y exige diez años para el
ascenso”,hancriticado.

El documental ‘Dos patrias’ recibió varios premios en numerosos festivales.

siones de Liffers es en lo rela-
tivo a la cuantificación de las
imágenes sustraídas, ya que
considera que el demandante
ha contado más minutos de
los que aprecia el tribunal. El
sistemadecálculoqueseutili-
za se basa en la tarifa de la En-
tidad de Gestión de Derechos
de Productores Audiovisua-
les (Egeda), de 3.005 euros
por 60 segundos de obra au-
diovisual. Así, el juez rebaja la
indemnización de 6.740 eu-
rosa3.370euros.

Sin embargo, en lo que sí
estima totalmente la deman-
da es en lo relativo a los dere-
chosmorales.Así,el fallocon-
sidera que el documental tie-
ne unas pretensiones creati-
vasquesemezclan“mediante
su parcial reproducción con
una obra documental dirigida
a exponer actividades delicti-
vas, clandestinas, prohibidas,
perseguidas, sórdidas, inmo-
rales, grabadas mediante cá-
mara oculta, con críticas al ré-
gimenpolíticoypolicial”.

Por último, concluye el
juez, “de todo lo cual debe
concluirse que tal uso parcial
en obra documental audiovi-
sual de tal contenido ha su-
puesto un desprestigio, de-
mérito y daño para el nombre
y reputación del demandante,
que atendiendo al share del
programa [13,4%], al conteni-
do de la obra a la que fueron
unidas, a su remisión de copia
alaJefaturadel estadodeCu-
ba, a la ausencia de consenti-
miento o autorización de los
personajes que conforman las
historiaspersonalesdelaobra
delautor”.

S in duda, esta puede llegar a ser la cuestión
más compleja a resolver en un litigio sobre
derechos de autor. La Ley de Propiedad In-

telectual ofrece al perjudicado por una infracción
de propiedad intelectual dos opciones alternativas:
1) fijar la indemnización en base a las consecuen-
cias económicas negativas sufridas por el perjudi-
cado o 2) cuantificarla en base a la remuneración
que hubiera percibido el perjudicado de haber me-
diado autorización para utilizar el derecho de pro-
piedadintelectualencuestión.

La primera de las alternativas puede y suele en-
trañar una gran dificultad probatoria; la doctrina
jurisprudencial es muy exigente a la hora de pro-
bar la existencia y la exacta cuantía de daños, entre
los que se encontrarían la pérdida de beneficios

que haya sufrido el perjudicado y/o los beneficios
que el infractor haya obtenido por la utilización ilí-
cita.

El segundo criterio indemnizatorio es quizás
más accesible, pero no exento de dificultad a la ho-
ra de cuantificar la indemnización. Se trata de una
institución con origen en la doctrina alemana (Li-
zenzgebühr) y se apoya en una ficción jurídica, re-
presentada por una situación hipotética: que el ti-
tular del derecho vulnerado hubiese otorgado una
licencia al infractor que le permitiese llevar a cabo
la actuación que, en realidad, ha supuesto una vul-
neración del derecho de exclusiva. La cuantía de la
indemnización se correspondería entonces con el
precio que el autor debiera recibir de haber autori-
zadolaexplotaciónilícita.

Enelcasoqueaquínosocupaseoptóporestase-
gundaalternativa,sibienelautornohabíaexplota-
doanteriormentelaobraenlasformasymodalida-
des de explotación realizadas por las demandadas.

A partir de esta limitación, se planteó una in-
demnización en base a las tarifas y condiciones

económicas estipuladas por Egeda, entidad de ges-
tión que tiene encomendada la gestión de los dere-
chosdeproductoresaudiovisuales.

Dichas tarifas establecen un determinado precio
por minuto por el uso de fragmentos o secuencias
de material audiovisual del repertorio de la citada
entidaddegestióndederechosdeautor.

Si bien existe cierta controversia sobre el exacto
número de segundos de material audiovisual utili-
zado por las demandadas, este método de cuantifi-
cacióndelaindemnizaciónesadmitidoporlareso-
lución del Juzgado Mercantil nº 6 de Madrid, que
acepta dichas tarifas como una referencia del pre-
cioqueelautordebierapercibir,dehaberautoriza-
dolaexplotación.

Así pues, las tarifas y condiciones económicas de
las entidades de gestión –tan discutidas en otros
ámbitos– pueden resultar una útil herramienta a la
hora de plantear la cuantificación de la indemniza-
ción.
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Indemnización por infracción de copyright
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